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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación interpuesta por el señor Gerente de la E. P. S. Seguro Social contra el fallo proferido el veintiocho (28) de diciembre de dos mil cinco (2005) por la señora Juez Primera Penal del Circuito de esta ciudad, dentro de la ocasión de amparo interpuesta por el señor EGNER DE JESÚS VELÁSQUEZ MORALES.

2.- DEMANDA 

Refirió el accionante, sufrir de epilepsia severa, razón por la cual requiere de los medicamentos CLONAZEPAN y DIVALPRODATO, cuyo no suministro podría traer problemas de salud que ponen en peligro su vida.

Sobre el DIVALPRODATO SÓDICO, señaló que le ha sido formulado cuatro (4) veces y el día veintitrés (23) de diciembre se le había acabado, razón por la cual le toca comprarlos. Asimismo, agrega que se ha convertido en un problema que cada vez le entreguen la droga.

Su petición, está encaminada a que se ordene al Seguro Social el suministro de un tratamiento integral, consistente en la autorización para que lo examine un médico neurólogo, habida cuenta que desde el veinticinco (25) de julio  de dos mil cinco (2005) ello no había sido posible. Además, que se le suministren los medicamentos que su condición de salud requiere. 

3.- FALLO 

La señora Juez de Primer grado, en su providencia, tuvo en cuenta la calidad de beneficiario discapacitado mayor de edad del accionante, situación que le otorgaba el derecho a que le brindara una atención integral, dentro la cual estaba incluida la realización de todos los exámenes y la entrega de medicamentos, así no estuvieran en el Plan Obligatorio de Saludos.

Conceptuó que ningún ser humano debía padecer sufrimientos, mucho menos tener que someterse a estar instaurando acciones de tutela o sufragar el costo del tratamiento y así evitar un poco sus males.
En el caso particular, por la patología que presentaba el señor VELÁSQUEZ MORALES, merecía mucha más atención, sus medicamentos debían ser suministrados a tiempo y en la forma indicada por el médico tratante, más aún, cuando por tratarse de un tratamiento preventivo, sería factor que incluso, podría hacer que el Seguro ahorra recursos, de suministrarse adecuadamente.

En ese orden de ideas, estaba claro que era obligación de la E. P. S. Estatal, suministrar los medicamentos CLONAZEPAN y DIVALPRODATO que previamente habían sido ordenados por el médico tratante adscrito a esa Entidad Prestadora de Salud. Por consiguiente, dispuso que en un plazo de treinta y seis (36) horas tales medicamentos le fueran entregados al actor, así como que se le brindara sin demoras injustificadas un tratamiento integral que incluyera las hospitalizaciones, medicinas, cirugías, exámenes, etc, que le fueran prescritos por los médicos, así estuvieren por fuera del POS, en atención a su particular estado de salud. De todas maneras, dejó a salvo la facultad del Seguro Social para que recobrara ante el FOSYGA, a través de los mecanismos legales. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda solicitó la concesión de un plazo prudencial para la entrega de todos los medicamentos, dado que debía agotar el proceso de contratación directa contemplado en las normas que regulan la contratación estatal. Agregó que por tratarse de medicamentos no POS, los mismos no se encontraban disponibles en la red propia, razón por la cual se requería realizar contrato con le laboratorio que los suministraba.
Pidió también la aplicación del principio del derecho según el cual nadie estaba obligado a lo imposible, puesto que de verdad no había posibilidad para esa institución efectuar todo el trámite en un término de treinta y seis (36) horas y como mínimo requería de quince (15) días para ese efecto.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por la señora Juez Primero Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

En lo que es asunto del recurso, debe insistir la Sala en mencionar que el derecho a la vida es una garantía constitucional que incluye indefectiblemente la conservación de la salud, no consiste solamente en la supervivencia biológica sino que, tratándose justamente de la que corresponde al ser humano, requiere desenvolverse dentro de unas condiciones mínimas de dignidad.    

Los trámites administrativos no pueden ser por tanto fundamento para obviar la entrega de medicamentos, con mayor razón cuando la afectada es una persona que tiene una especial condición por sufrir una enfermedad que afecta su sistema nervioso central, lo que necesariamente permite pregonar de ella que por tal razón se encuentra en condiciones de debilidad manifiesta y por consiguiente, es sujeto de la especial protección constitucional y legal que debe brindar el Estado Colombiano. En esas condiciones, privarlo de los medicamentos que le han sido prescritos por el médico tratante y aun de la atención oportuna y eficaz que tal profesional especializado le puede dispensar, seguramente son factores que atentan contra su dignidad humana, su salud e incluso su propia vida. 
No pueden por tanto, ser de recibo los argumentos esgrimidos por el impugnante, cuando condiciona la inmediata entrega de los medicamentos, al agotamiento de un trámite de compra, en primer lugar, porque el suministro de los fármacos es una de sus actividades principales y a ello está obligada la E. P. S. Seguro Social, dentro del giro normal de sus actividades, la razón de su creación no fue otra que la atención integral que sus afiliados y beneficiarios requieran. En segundo término, desde mucho tiempo atrás estaba debidamente enterada la entidad, que al señor VELÁSQUEZ MORALES se le habían ordenado los medicamentos que por esta vía reclama. Es decir, no fue una situación imprevista y extemporánea, razón por la cual no se comprende el porqué a la hora de ahora, se ventile un proceso de contratación como argumento para el no suministro oportuno, cuando desde mediados del año anterior ya se le venían entregando los compuestos terapéuticos dispuestos por el médico tratante, dentro de los cuales se encontraba el DIVALPROATO SÓDICO, único no POS. 
En ese orden de ideas, lo procedente es confirmar el fallo impugnado, no sin antes advertir que es deber de todos los funcionarios falladores de tutela en primera instancia, verificar el cumplimiento de las órdenes dadas por intermedio de este excepcional mecanismo, dado que por tratarse del amparo de un derecho fundamental, la interposición del recurso no exonera del acatamiento inmediato de lo decidido en el fallo, tal como lo disponen los artículos 27 y 31 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por la señora Juez Primera Penal del Circuito, que ha sido impugnado. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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